
 
 

   
 

ASUNTO: Se interpone Denuncia Popular 

y/o Denuncia Ciudadana de carácter 

regional. 

 

Blanca Alicia Mendoza Vera  

Titular de la Procuraduría Federal De 

Protección al Ambiente del Gobierno Federal 

(PROFEPA).  

 

Blanca Jiménez Cisneros  

Titular de la Comisión Nacional del Agua 

(CONAGUA). 

 

María Luisa Albores González  

Titular de la Secretaría de Medio Ambiente y 

Recursos Naturales del Gobierno Federal 

(SEMARNAT). 

Presentes 

 

Las y los suscritos indígenas mayas de Yucatán de los pueblos de Tabi: Albar Gualberto 

Santiago Poot, María Belén Poot y Cuxim, Benjamín Moo y Chan, Teodora Poot y Cuxim, 

Guadalupe de Jesús Chan Poot; Sotuta: Felipe Manuel Canche Chan; Homún: José 

Clemente May Echeverría, Gabriel José Cabrera Pech, Doroteo Hau Kuuk, Martina del 

Rosario Ramírez Soberanis; Maní: Emilio Torrez Pacheco, Nicolás Castillo Ucan, Iván de 

Jesús Jiménez Balan, Dzan: Alfredo Serralta Interián, Mama: Melecio Bernardo Xiu Uc, 

Elsy Minelia Canche Poot, Minelia Guadalupe Xiu Canche; Xaya, Municipio Tekax: 

Alejandra Sasil Sánchez Chan; Chablekal: Lidia Candelaria Cruz Vázquez, José Anastacio 

Euan Romero, Viviana Cecilia Euan Cruz, Verónica Padrón Euan, Angélica Padrón Euan, 

Javier Chim Chale, Alicia Sánchez Campos, Luis Miguel Dzib Chan, Silvia Beatriz Chalé 

Euan; Izamal: Verónica del Socorro Rosado Góngora; Kinchil: Carlos Raúl Llamá Ventura, 

José Luis Tzuc Canté, José Enrique Tec Poot, Mario Gilmer Baas Dzul, Mónica Gizeh Llamá 

Dzib, Rita Elena Tzuc Canté, Matilde Edilberta Dzib Dzul, Manuel Adalberto Casanova 

Solís; Maxcanú: Tomasa Balam Huh (Kanachén), Edna Bellita May Hooh (Rancho 

Villahermosa), Fernando Canché Canul (Paraíso); Halachó: José Ángel Koyoc Kú, 

Candelario Collí Sansores (Sihó); Calcehtok, Opichén: José Virgilio Ek Dzib, Martha 

Ofelia Tec Casanova, Mayra San Román Ek Tec, Antoñita Kú Grimaldo, Delta Madera Tec; 

del Estado de Campeche del pueblo de Dzitbalché, Campeche: Miguel Ángel Uicab 

Canché; y del Estado de Quintana Roo de los pueblos de Guadalupe Victoria, Quintana 

Roo: Cecilio Canul Y Tha, Luis Alberto Canul Canché; La Buena Fe, Quintana Roo: Juan 

Bautista Yeh Y Teh; Nuevo Jerusalén, Quintana Roo: José Manuel Jesús Puc; Blanca Flor, 

Quintana Roo: Alfonso Ek Poot; habitantes de los Estados de Yucatán, Campeche y 

Quintana Roo, por nuestro propio derecho, como titulares de un interés legítimo individual 



 
 

   
 

y colectivo como miembros de las comunidades mencionadas; así como María Cristina 

Muñoz Menéndez, en mi carácter de representante legal de la Organización Indignación 

Promoción y Defensa de los Derechos Humanos, A.C., personalidad que acredito con el 

acta constitutiva número 93 expedida a favor de la suscrita el día 27 de febrero de 2012 por 

el Notario Público 76 del Estado de Yucatán, Licenciado en derecho Raúl Alberto Pino 

Navarrete; asimismo María del Carmen Colín Olmos en mi carácter de representante legal 

de la organización ambientalista Greenpeace México, A. C., personalidad que acredito 

con copia del acta constitutiva número 120,702 expedida a favor de la suscrita el día 14 de 

marzo de 2018 por el Notario Público número 92 de la Ciudad de México, Licenciado José 

Visoso del Valle; de igual manera Leopoldo Francisco Maldonado Gutiérrez, en mi carácter 

de Director y representante legal de la organización Campaña Global por la Libertad 

de Expresión A19, A.C., personalidad que acredito con copia del instrumento público 

número 91, 050 expedida a favor del suscrito el día 27 de agosto de 2020 por el Notario 

Público número uno de la Ciudad de México, Licenciado Roberto Núñez y Bandera; y 

Margarita Asunción Noh Poot en mi carácter de representante legal de Misioneros A.C., 

personalidad que acredito con acta constitutiva número 600 expedida a favor de la suscrita el 

día 24 de octubre de 2001 por el Notario Público número 87 del Estado de Yucatán, Abogado 

José Enrique Gutiérrez López.  

 

Designando como representantes comunes de conformidad con el artículo 20 de la Ley 

Federal de Procedimientos Administrativo a los CC. Guadalupe de Jesús Chan Poot, 

Carlos Raúl Llamá Ventura y Angélica Padrón Euan, y en términos del artículo 19 de la 

citada Ley autorizamos para que en forma conjunta o separada puedan oír y recibir todo tipo 

de notificaciones, presentar escritos, revisar el expediente y/o impugnar cualquier resolución 

que derive de la presente denuncia popular y/o denuncia ciudadana, a los Licenciados en 

Derecho Lourdes Guadalupe Medina Carrillo (cédula profesional 9408369), Jorge Fernández 

Mendiburu (4165944), José Orvelin Montiel Cortés (8114002), Luis Eduardo Knapp Moreno 

(09282360), Martha Gabriela Castillo Garduño (11071818), Edgardo Francisco Calderón 

Sánchez (8082225) y Mayra López Pineda (10477052). Y señalando domicilios para oír y 

recibir notificación en la Ciudad de México calle José Vasconcelos 131, (sin interior) entre 

Joaquín Argaez y Juan Escutia, Colonia San Miguel Chapultepec, Alcaldía Miguel Hidalgo, 

C.P. 11850, y en la Ciudad de Mérida Yucatán, calle 17 A sin número entre 20 y 22, C.P. 

97305 de la Localidad de Chablekal, señalando adicionalmente los siguientes correos 

electrónicos carrillolulu@hotmail.com, jofeme@hotmail.com, orvemontiel@gmail.com, y 

números telefónicos 9992695483, 9991308415, 9999509772 en caso de que se lleven a cabo 

notificaciones electrónicas correspondientes referentes al presente asunto; por lo anterior con 

el debido respeto comparecemos y exponemos lo siguiente: 

 

Por medio del presente escrito y con fundamento en los artículos 1, 2, 4 y 8 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; 189, 193, 194, 195, 204 y demás elativos y 

aplicables de la Ley General de Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente (LGEEPA); 

126, 127 y; el Artículo 124 BIS de la Ley de Aguas Nacionales; el artículo 107 de la Ley 

General de Vida Silvestre y demás artículos correlativos y aplicables de la Ley Federal de 

mailto:carrillolulu@hotmail.com
mailto:jofeme@hotmail.com
mailto:orvemontiel@gmail.com


 
 

   
 

Responsabilidad Ambiental, Reglamento Interior de la Secretaría de Medio Ambiente y 

Recursos Naturales y del respectivo de la Comisión Nacional del Agua, venimos a través del 

presente recurso a presentar formalmente DENUNCIA POPULAR CON CARÁCTER 

REGIONAL, en contra de quien resulte responsable, por los hechos, actos y omisiones que 

han producido y continúan produciendo deforestación, desequilibrio ecológico, 

contaminación de agua subterránea, emisiones de Gases Efecto Invernadero (GEI), daños al 

ambiente y a los recursos naturales, además de contravenir las disposiciones legales y 

ordenamientos que regulan la protección al ambiente, la preservación y restauración del 

equilibrio ecológico, y los derechos humanos de las comunidades indígenas, como el derecho 

a la libre determinación, consulta libre, previa, informada y culturalmente adecuada, por lo 

que a continuación se manifiestan los siguientes: 

 

HECHOS.   

 

PRIMERO. La Península de Yucatán conformada por los Estados de Yucatán, Campeche y 

Quintana Roo, es un territorio habitado desde tiempos inmemoriales por el pueblo maya 

peninsular. Pueblo que mantiene su permanencia en la Península de Yucatán (en adelante 

PY), enfrentando diversos mega proyectos que ocasionan el despojo de sus tierras, la 

violación de sus derechos como pueblo indígena (libre determinación, consulta libre, previa, 

informada y culturalmente adecuada), la contaminación de sus recursos naturales y en general 

la degradación ambiental en la PY que afecta a mayas y personas no indígenas que 

disfrutamos de este sistema ambiental. 

 

Un ejemplo claro de estos mega proyectos son las granjas de cerdos industrializadas, y esta 

actividad y los efectos adversos que generan al medio ambiente es la razón por la cual 

presentamos esta DENUNCIA POPULAR CON CARÁCTER REGIONAL a fin de que en 

el ámbito de sus competencias resuelvan el daño ambiental y establezcan un freno a la 

degradación ambiental ocasionada por esta industria porcícola en la PY. 

 

Esta denuncia se basa técnicamente en el Informe de Greenpeace presentado en mayo de 

2020: “La carne que está consumiendo al Planeta”, que contiene una investigación que 

evidencia las consecuencias del crecimiento desordenado de la industria porcícola en la 

península de Yucatán y el establecimiento de cientos de granjas industriales con poca o nula 

regulación situación que contribuye a la afectación del aire, suelo y agua de una de las zonas 

con mayor riqueza natural en el País.1 

Y se fundamenta socialmente, en el reclamo que nosotros los suscritos miembros del pueblo 

maya Peninsular hacemos a las autoridades por las violaciones a nuestros derechos humanos 

a la libre determinación, autonomía y consulta indígena, libre previa, informada y 

                                                           
1 Informe completo disponible en: https://storage.googleapis.com/planet4-mexico-
stateless/2020/05/188dc911-reporte_granjas_webok3.pdf 

https://storage.googleapis.com/planet4-mexico-stateless/2020/05/188dc911-reporte_granjas_webok3.pdf
https://storage.googleapis.com/planet4-mexico-stateless/2020/05/188dc911-reporte_granjas_webok3.pdf


 
 

   
 

culturalmente adecuada. Derechos que han sido violados al implementarse la industria 

porcícola sin nuestro consentimiento en nuestro territorio indígena. 

 SEGUNDO. La Península de Yucatán es una región de suma importancia ambiental, 

razón por la cual las autoridades ambientales deben dar atención prioritaria y urgente 

a esta problemática.  

 

La selva maya de la Península de Yucatán es un reservorio de biodiversidad asombroso, 

protege el suelo contra la erosión al acumular materia orgánica y evita tanto el arrastre de 

sustratos como el azolve en otros sitios; genera agua para el consumo humano y para riego, 

suministra oxígeno y capta CO2, lo que mitiga el calentamiento global, aporta recursos 

vegetales y animales aprovechable como alimentos, medicinas y es hábitat de un sin fin de 

especies de flora y fauna, hongo y microorganismos, etcétera. 

 

En la PY se encuentra el principal sumidero de carbono del país y la reserva hidrológica de 

aguas subterráneas más importante a nivel nacional, ya que alberga cuatro acuíferos con una 

recarga media de 25 316 hm3, es decir, más del 32% de la recarga media de todo el país 

(Diario Oficial del Estado de Yucatán, 2013). 

TERCERO. Producción de carne de cerdo en la Península de Yucatán. Actualmente, en 

la PY se encuentra el 14.2% de las granjas porcícolas identificadas en la República Mexicana, 

y el estado de Yucatán provee el 9% de la producción nacional. Los números indican que la 

producción local va en aumento, ya que esta industria crece a 4.5% anual, un porcentaje 

incluso mayor que el de Sonora y Jalisco (2.6 y 1.7%, respectivamente), principales 

productores de carne de cerdo en México (OCDE, 2019). Por otra parte, la producción 

porcina vista a partir del número de animales sacrificados para la península de Yucatán fue 

de 1 875 890 cerdos en 2018 (equivalente a llenar 21 veces el Estadio Azteca si tuviéramos 

a cada cerdo sentado en una butaca). De esta producción, 93% corresponde a Yucatán, 

seguida de 4% de Campeche y sólo 3% de Quintana Roo. Durante el periodo 2006-2018 la 

producción porcina de la península aumentó en 36%, y de nuevo el mayor dinamismo lo tuvo 

Yucatán, cuyo crecimiento fue de 39%, frente a 10 y 9%, respectivamente, de Campeche y 

Quintana Roo (SIAP, 2017). 

En número, la PY arroja un total de 257 granjas porcinas con registro en alguna base de datos 

oficial, y de estas, 86% se localiza en el estado de Yucatán, es decir, 222; sigue Quintana 

Roo, con 21 y Campeche con 14. 

La distribución de la actividad en la península se concentra preponderantemente en Yucatán 

(86% de las granjas de la península), sobre todo en los municipios aledaños a la ciudad de 

Mérida (SIAP, 2017; RMGIR, 2015; GeoComunes y Consejo Civil Mexicano para la 

Silvicultura Sostenible, A.C., 2019; Repda, 2019; Semarnat, 2019). 



 
 

   
 

De las 222 granjas en Yucatán "con algún registro", Greenpeace reporta que sólo 18 tienen 

Manifestación de Impacto Ambiental. Es importante mencionar que la situación de 

degradación ambiental es aún más alarmante, pues en entrevista a MILENIO2 el 

representante de la Secretaría de Agricultura en el Estado de Yucatán, Juan Carlos Gamboa 

Bustamante, aseguró que en Yucatán existen 410 granjas porcícolas, que en 2019 produjeron 

2 millones 200 mil cerdos.  

 

En la península de Yucatán la empresa con mayor presencia para la producción y 

comercialización de cerdo es Grupo Porcícola Mexicano, S.A. de C.V. (Kekén), establecida 

únicamente en la Península de Yucatán. Cuenta con el 12.1% de producción en México, y se 

ostenta como la más importe en el país y ocupa el lugar 20 a nivel mundial. 

 
 

CUARTO. En este informe técnico de Greenpeace se investigó, por cada una de las granjas 

asentadas en la Península de Yucatán, la información siguiente: capacidad instalada, 

capacidad utilizada, número de naves, superficie, raza de cerdos, ciclos, tecnificación, 

existencia de la manifestación de impacto ambiental, volumen de agua concesionado para 

aprovechamiento y volumen de aguas residuales permitido para descarga. En las bases 

oficiales hay poca transparencia en la información, pero se presentan los siguientes hallazgos. 

                                                           
2 Disponible en: https://www.milenio.com/estados/estiercol-megagranjas-porcinas-dana-cenotes-
selvas-yucatan?fbclid=IwAR0ngEypaCpz--0wAlvcqYiDgCrSZ2r1njz3glWboR7krC6Dj6_GoqtquwU 

https://www.milenio.com/estados/estiercol-megagranjas-porcinas-dana-cenotes-selvas-yucatan?fbclid=IwAR0ngEypaCpz--0wAlvcqYiDgCrSZ2r1njz3glWboR7krC6Dj6_GoqtquwU
https://www.milenio.com/estados/estiercol-megagranjas-porcinas-dana-cenotes-selvas-yucatan?fbclid=IwAR0ngEypaCpz--0wAlvcqYiDgCrSZ2r1njz3glWboR7krC6Dj6_GoqtquwU


 
 

   
 

 
 

QUINTO. El crecimiento acelerado de la industria porcícola en la PY, tiene muchas 

implicaciones negativas que impactan el medio ambiente y el derecho de las comunidades 

indígenas en cuyos territorios se instalan. A continuación, se enuncian los daños ambientales 

Y PÉRDIDA DE LA BIODIVERSIDAD OCASIONADA POR LA INDUSTRIA 

PORCÍCOLA EN LA PENÍNSULA DE YUCATÁN que se registraron en esta 

investigación y que por medio de este escrito se hace formal su DENUNCIA para que las 

autoridades competentes investiguen, sancionen y tomen las medidas necesarias a fin de 

salvaguardar nuestro derecho al medio ambiente sano y al agua. 

 

A) Cambio de uso de suelo:  

La instalación de las granjas porcícolas en la PY, al instalarse un 45% de ellas sobre selva 

seca, ocasiona particular impacto sobre la selva mediana caducifolia y subcaducifolia en el 

estado del mismo nombre. 



 
 

   
 

 
 

En la investigación realizada por Greenpeace, se analizó las dinámicas de la vegetación 

observadas en la región respecto a la cobertura de Uso de Suelo y Vegetación Serie II (1994) 

y la cobertura de Uso de Suelo y Vegetación Serie VI (2017), ambas del INEGI. De este 

análisis se obtuvo que 31 % de la superficie actual de la península ocupada por la 

actividad porcícola ha sido deforestada. En esta península, 10 997.01 hectáreas de selva 

han sido potencialmente deforestadas. 

 

 



 
 

   
 

B) Especies en riesgo por la actividad porcícola (algunos ejemplos):  

La selva maya de la PY es el hogar y refugio de gran cantidad de mamíferos, como el mono 

araña (Ateles geoffrogyi) y el jaguar (Panthera onca), cuya supervivencia está muy 

amenazada principalmente por la desaparición de su hábitat. Ambas especies se encuentran 

en categoría de peligro de extinción por la NOM-059-SEMARNAT-2010. Aves como el loro 

yucateco (Amazona xantholora) también sufren hoy las consecuencias de la deforestación y 

están en categoría de especie amenazada por la misma NOM 059.  

Cuando menos 20 de las 200 especies de plantas endémicas de la península de Yucatán están 

en riesgo de desaparecer ante la devastación de sus hábitats. 

De igual manera, la fauna acuática de los cenotes como los peces ciegos (Ogilbia pearsei y 

Ophisternon infernale), están en peligro de extinción debido al vertimiento de sustancias 

contaminantes al cuerpo de agua (p. ej., los nitratos provenientes de las excretas de los cerdos 

en las granjas industriales o la remoción de la vegetación circundante que evita la infiltración 

del agua y ocasiona el deterioro del ecosistema) (Medina, s.a). 

C) Afectación de áreas naturales protegidas:  

Hay 43 granjas porcícolas en cuatro ANP. Se identificó 4 sitios RAMSAR: Laguna de 

Términos, Reserva Geohidrológica Anillo de Cenotes, Parque Estatal Laguna de 

Yalahau, y Reserva de la Biosfera Ría Celestún. 

 

Además, se identificaron 122 granjas porcícolas (47% de las granjas de la zona) establecidas 

en regiones consideradas sitios de atención prioritaria para la conservación de la 

biodiversidad. Las granjas en sitios de conservación suman 20, mientras que las localizadas 

en sitios de restauración suman 102; 65 % de ellas en lugares de prioridad extrema. 

De las 257 granjas existentes en los registros, 41 se encuentran en zonas cuya política 

ambiental es de conservación y protección, es decir, que las características del territorio en 

estas zonas son incompatibles con las granjas porcícolas. 



 
 

   
 

 

 
 

D) Contaminación del aire por emisión de Gases Efecto Invernadero (GEI):  

En el caso de la atmósfera, los sistemas de producción pecuaria son la causa de 15 % de las 

emisiones de GEI en el país y son los ganados bovino y porcino las principales fuentes de los 

mismos (INECC, 2018). En las cadenas de suministro porcino las emisiones provienen 

principalmente de la producción de alimento, y después, del manejo del estiércol.  

En la investigación realizada por Greenpeace, se tuvo como base la información de las 

directrices del Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático (IPCC, por 



 
 

   
 

sus siglas en inglés) y el Acuerdo de metodologías para calcular los GEI. Se estimó el 

escenario de emisiones para cada granja porcícola en la península de Yucatán, a partir del 

dato del total de la población de cerdos. Los resultados se resumen en la tabla 6. 

El dióxido de carbono equivalente (CO2e) es el gas emitido más abundante por las granjas 

porcícolas, seguido del metano (CH4). Cabe mencionar que ambos gases tienen un impacto 

similar en lo referente al cambio climático. El CO2e, a diferencia del metano (CH4), puede 

permanecer en la atmósfera durante siglos. Sin embargo, el CH4 tiene un potencial de 

calentamiento global 28 veces mayor que el CO2 pero permanece en la atmósfera sólo unas 

décadas-  

En 2018 las emisiones de CO2 de las granjas porcícolas en la Península de Yucatán, fueron 

equivalentes a las emisiones de 3 662 130 vehículos en México en un año (INECC, 2019). 

De acuerdo con el Inventario Nacional de Emisiones de Gases y Compuestos de Efecto 

Invernadero 1990-2015  (INEGYCEI) (INECC, 2018), la gestión de estiércol en las granjas 

porcícolas produjo 4 844.64 Gg de CO2e en un año, lo que equivale a la cantidad de 

emisiones de Co2 resultado de la generación de electricidad en el Estado de México 

(Gobierno del Estado de México, Secretaría del Medio Ambiente, 2008) o de 1 291 904 

vehículos en el país (INECC, 2019). 

 

SEXTO. Contaminación del agua: En Yucatán, según los reportes obtenidos por la Conapo 

en 2010, la zona porcícola presentaba una contaminación por desechos pecuarios seis veces 

mayor que la originada por la población humana asentada en ese lugar.  

 

La presencia de nitratos (NO3) en los sistemas públicos de abastecimiento de agua representa 

un riesgo sanitario, ya que pueden producir nitrosaminas, sustancias que aumentan el riesgo 



 
 

   
 

de cáncer de estómago y afecciones respiratorias, así como metahemoglobinemia (o 

síndrome de los niños azules). 

En diciembre de 2019 el equipo multidisciplinario de Greenpeace e investigadores de la 

Universidad Autónoma de Campeche (UACAM), con el objetivo de establecer el posible 

impacto de los desechos de las granjas porcícolas en la calidad del agua subterránea, llevó a 

cabo un muestreo en el Estado de Yucatán de 5 pozos y 1 cenote cercano a las granjas 

porcícolas siguientes: 

1) Granja Gary 7, con ocho naves (única información del establecimiento). 

2) Granja Kekén, con 10 naves y capacidad instalada para 24 000 cerdos. 

3) Granja Santa María, con 15 naves y una capacidad instalada de 12 000 cerdos. 

4) Granja de Maxcanú, con 24 naves y una capacidad instalada de 46 464 cerdos 

5) Granja Gary 6 (sin información pecuaria en registros oficiales). 

Así como 2 descargas cercanas a las granjas Santa María y Gary 7. Lo anterior, para 

determinar las concentraciones de nitrógeno total (NT), además de las formas nitrogenadas 

de amonio (NH4), nitritos (NO2), nitratos (NO3) y coliformes fecales (este solo se determinó 

en las descargas más cercanas a las granjas). El muestreo comprendió los municipios de 

Kinchil, Maxcanú, Opichén y Chocholá. Los sitios de muestreo fueron lugares en donde las 

personas de las comunidades de dichos municipios aprovechan el agua para beber y para la 

apicultura. En la investigación de Greenpeace que se adjunta como prueba (p. 23) se describe 

el método utilizado para este muestreo. 

 



 
 

   
 

Resultados del muestreo: 

1) Granja Santa María, ubicada en el Municipio de Kinchil, tiene 15 naves y una 

capacidad instalada de 12 000 cerdos en una superficie de 248 Ha. Comenzó a operar 

en 2012. 

 

● Para su construcción y operación no se realizó una consulta libre, previa, informada 

y culturalmente adecuada a los pueblos mayas que se encuentran en ese territorio. 

● No existe registro de Manifestación de Impacto Ambiental (MIA). La empresa 

registrada es Administración Agropecuaria de Yucatán, S.P.R. de R.L. de 

C.V./Kinchil, que al parecer pertenece al modelo de aparcería de Kekén. 

● Hace unos 3 años hubo un derrame proveniente de la laguna de oxidación de esta 

granja que contaminó el suelo del terreno de un citricultor, dejando de ser productivo 

el terreno por el exceso de nutrientes que recibió. 

 

 

 



 
 

   
 

Criterios de la calidad del agua para la protección de la vida acuática. 

En la tabla 8 se presentan los resultados de los análisis de nutrientes en las muestras de agua 

del pozo denominado Bobadilla (M1), situado a 0.773 km de la granja Santa María, el cenote 

(M3) situado a 0.800 km de ésta y la descarga de agua cercana a la granja (M2). 

Los valores resaltados de rojo son los valores o concentraciones que estuvieron fuera de la 

NOM-001-SEMARNAT y que además son valores muy altos para la protección de la vida 

acuática. Los valores resaltados en azul son las cifras que sobrepasan los límites sugeridos 

por la Ley Federal de Derechos (disposiciones aplicables en materia de aguas nacionales) 

2016 (LFMAN). Los límites establecidos en la LFMAN sirven de referencia para establecer 

los que deberían ser tomados en cuenta para la protección de la vida acuática en cuanto a 

amonio, nitratos y nitritos, cuyos límites máximos no especifica la NOM-001-SEMARNAT-

1996. 

 

 

 



 
 

   
 

 

Se destaca en rojo los valores que sobrepasan la NOM-127-SSA1-1994, la cual indica los 

límites permisibles de calidad de agua para consumo humano y el tratamiento para su 

potabilización. Es necesario considerar este criterio porque en la Península de Yucatán beber 

agua de pozo y en particular del cenote muestreado es una práctica que se lleva a cabo desde 

hace muchos años. A partir del análisis se puede afirmar que el agua del pozo y del cenote 

muestreados no es apta para el uso o consumo humano. Importante destacar que las muestras 

rebasan por lo menos en 30 veces las concentraciones de nitritos. 

 

2) Granja Gary 6, localizada en el Municipio de Chocolá. 

 

● Para su construcción y operación no se realizó consulta indígena a la comunidad que 

habita ese territorio. 

● No se encontraron datos pecuarios en fuentes oficiales, es decir que no existe registro 

en la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural (Sader). 

● No se detectó Manifestación de Impacto Ambiental (MIA). 



 
 

   
 

 

 

 

 

Los valores resaltados en azul si sobrepasan los límites sugeridos por la Ley Federal de 

Derechos (disposiciones aplicables en materia de aguas nacionales) 2016 (LFMAN), 

empleada como referencia para establecer los límites que deberían ser tomados en cuenta 

para la protección de la vida acuática en lo que se refiere al amonio, nitratos y nitritos, cuyos 

valores máximos no especifica la NOM-001-SEMARNAT-1996. 

El agua de este pozo, que es utilizada incluso para cocinar, rebasa en 30 veces el límite de 

nitritos recomendados por la NOM-127-SSA1-1994. 

 



 
 

   
 

 

  

3) Granja Gary 7, ubicada en el municipio de Opichén. 

● Sólo se conoce que cuenta con 8 naves. 

● No se detectó Manifestación de Impacto Ambiental. 

● Los pobladores indígenas de Kananchén aseveran que no se les consultó para su 

construcción en 2015. 

 

Criterios de calidad del agua para la protección de la vida acuática 

La tabla 13 presenta los resultados de los análisis de nutrientes en las muestras de agua del 

pozo denominado Noria de Kanachén (M5), situado a una distancia de 1.7 km de la granja 

Gary 7, y de la descarga cercana de la granja Gary 7 (M6). 



 
 

   
 

 

 

Como se observa en la tabla 13, ambas muestras rebasan la NOM 001 que establece los 

límites permisibles de NT para la protección de la vida acuática. También contraviene la Ley 

Federal de Derechos (disposiciones aplicables en materia de aguas nacionales) 2016 

(LFMAN), que indica los valores recomendados para la protección de la vida acuática en lo 

que se refiere a NH4, NO2 y NO3, cuyos límites máximos permisibles no contempla la 

NOM-001-SEMARNAT-1996. Protección de vida acuática y Uso público urbano.  

Los resultados de la descarga cercana de la granja M6 también rebasan los límites permisibles 

para la protección de la vida acuática, hecho que debería ser verificado y sancionado por las 

autoridades ambientales. 

Los niveles de Amonio, Nitritos y Nitratos que arrojaron los análisis del pozo M5 Noria de 

Kanachén no son seguros para consumo humano con base en lo estipulado en la NOM-127-

SSA1. Los mismos habitantes de Kanachén atestiguan haber padecido enfermedades 

intestinales o afecciones en la piel por usar agua del pozo. 

4) Granja Maxcanú 

Localizada en el municipio de Maxcanú, esta granja cuenta con una capacidad de 46 464 

cerdos y 24 naves. Abarca una superficie de 101.87 Ha. Sí tiene Manifestación de Impacto 

Ambiental (MIA) y la empresa que la promueve está registrada como Agroindustrias Moba, 

S.P.R. de R.L. de C.V. aunque los pobladores indican que es de Kekén. 



 
 

   
 

Los ejidos de San Fernando y Paraíso están inconformes con esta construcción y operación 

de esta granja ya que no se realizó la consulta indígena. 

El acuífero en esta zona es vulnerable a la contaminación ocasionada por la granja porcícola 

mencionada debido a la cantidad de cerdos que alberga y a los desechos que produce a diario.

 

Cercano a esta granja a 1.2 km se tomó la muestra (M7) en un pozo en el ejido de San 

Fernando. El resultado es que se rebasan los límites establecidos en la NOM-127 para 

garantizar la salud de la población. En particular los nitritos exceden esos límites, situación 

preocupante debido a que el pozo es utilizado en ocasiones para beber y para la apicultura.  

 

 

5) Granja de Kekén 

Esta granja se encuentra ubicada en el municipio de Maxcanú, tiene  una capacidad instalada 

de 24 000 cerdos, cuenta con 15 naves y ocupa una superficie aproximada de 2967 Has. 

Pertenece al Grupo Porcícola Mexicano, S.A. de C.V., Kekén y tiene (Manifestación de 

Impacto Ambiental (MIA) registrada en 2018.  

Desde el momento mismo de su instalación, habitantes de las comunidades indígenas que 

ocupan ese territorio manifestaron su inconformidad con el proyecto. La primera queja fue 



 
 

   
 

motivada por el despojo de tierras y hasta la fecha continúan litigios agrarios en contra de 

este polígono que ocupa Kekén. 

 

 

Criterios de calidad del agua para la protección de la vida acuática 

En la tabla 18 se presentan los resultados de los análisis de nutrientes en la muestra número 

8, que corresponde a un pozo ubicado a 1 km de la granja de Kekén. 

Tabla. Análisis de nutrientes en la muestra señalada como M 8. 

 

La muestra número 8 presentó valores de contaminación que rebasan la NOM-001, la cual 

estipula los límites máximos permisibles de NT para protección de la vida acuática, y la Ley 

Federal de Derechos (disposiciones aplicables en materia de aguas nacionales) 2016 

(LFMAN), la cual sugiere el límite de NH4, NO2 Y NO3 para la protección de la vida 

acuática. Lo anterior es indicador de la existencia de una alta carga orgánica en este sitio. 



 
 

   
 

Además, del pozo cercano a la granja de Kekén (M8) presentó concentraciones 

extremadamente altas de NH4. Aquí los procesos de descomposición son muy elevados y, en 

consecuencia, es el sitio más contaminado. 

Las granjas porcícolas producen subproductos, como las excretas, que al ser dispuestos sin 

control alguno ocasionan perjuicios al aire, el agua y el suelo (Méndez et al., 2009). La 

contaminación del agua superficial por las excretas de los animales que las lluvias arrastran 

o se vierten de forma directa en cenotes, lagunas o pozos se manifiesta en la presencia de 

NH4, entre otros compuestos. 

La muestra M8 es la que presenta mayor cantidad de NH4 en relación con NO2 y NO3. El 

NH4, estimula la multiplicación microbiana, por lo que las concentraciones altas en agua son 

indicadores de contaminación reciente (De Miguel-Hernández y Vázquez, 2006). Los 

organismos acuáticos expuestos a concentraciones de 0.45 mg/L de NH4 pueden reducir su 

crecimiento e incrementar su susceptibilidad a enfermedades (Boyd, 2013). 

 

En la tabla 19 se observa que la M8 presenta elevadas cantidades de NH4. Esto puede 

perjudicar la salud de quien la consume, ya que cuando el hígado es incapaz de procesarlo, 

el exceso de NH4 no se elimina del organismo, y por tanto, se acumula en la sangre y llega 

al cerebro, donde resulta tóxico. 

Conclusiones.  

⮚ Tres de las cinco granjas estudiadas no cuentan con Manifestación de Impacto 

Ambiental.3 En las cinco muestras se rebasa la NOM-001-SEMARNAT-1996 para la 

protección de la vida acuática. 

                                                           
3 La búsqueda se realizó con base en la información pública disponible consultando: la gaceta 
ecológica de Semarnat, la base de la Secretaría de Desarrollo Sustentable del Gobierno del Estado 
de Yucatán, el Servicio de Información Agroalimentaria y Pesquera y la base de datos de la 
organización Geocomunes. En específico, para la granja establecida en Kinchil se realizaron solicitud 



 
 

   
 

⮚ Todas las muestras exceden los límites recomendados de amonio (NH4), nitritos 

(NO2) y nitratos (NO3) para garantizar la salud de las personas en México, según lo 

estipulado en la NOM-127-SSA1, la cual dicta los límites recomendados para uso y 

consumo humano. 

⮚ Existe una contaminación local y específica en la zona de estudio. Por ejemplo, el 

sitio M3 fue uno de los menos contaminados, pero se encuentra cerca del sitio M1, 

que presentó hasta tres veces más nitrógeno total (NT) que el primero. 

⮚ El sitio más contaminado fue el M8 correspondiente al pozo cercano a la granja de 

Kekén, con 85 mg • L-1 de NT; luego la M1 Bobadilla, próxima a la granja Santa 

María, con 43 mg L-1, y después la M7 de granja Gary, con 36 mg L-1. Los demás 

sitios arrojaron más o menos las mismas concentraciones con un promedio de 21 mg 

L-1 de NT. 

⮚ Si se toman en cuenta las recomendaciones de límites de nutrientes para la protección 

de la vida acuática de los países desarrollados, así como los lineamientos de calidad 

del agua de la Ley Federal de Derechos (disposiciones aplicables en materia de agua 

nacionales) 2016, la mayoría de los pozos constituye un riesgo para los organismos 

que están expuestos. 

 

Además de lo anterior, otra información relevante para esta denuncia es que el 19 de mayo 

de 2020, Kekén (Grupo Porcícola Mexicano) en respuesta al informe de Greenpeace (que 

hemos referido), manifiesta que: “El agua tratada que emana de nuestras operaciones es 

utilizada como riego forestal, sin que exista ninguna afectación a la flora y fauna local. Por 

el contrario, este riego ayuda evitar la mortandad de las especies locales en época de 

sequía.”4 

 

Antes esta declaración, el 26 de mayo 2020 Greenpeace responde: “Adicionalmente, 

queremos alertarles que el riego forestal que mencionan que se lleva a cabo en sus plantas 

no está considerado en la NOM-001-SEMARNAT-1996. El riego en zonas forestales es un 

riesgo para los ecosistemas del estado de Yucatán principalmente debido a la constante 

exposición de la carga orgánica proveniente de estas granjas porcícolas. Además, los 

estudios geohidrológicos que han realizado previamente señalan que el “karst” que 

compone el suelo de esta región caracterizado por su permeabilidad, hace a estos 

ecosistemas muy frágiles, y por lo tanto los acuíferos pueden ser contaminados con facilidad 

ya que la infiltración de nutrientes principalmente nitratos se da con mayor facilidad 

poniendo en peligro los cenotes, ecosistemas únicos en la Península de Yucatán.” 

                                                           
de información (se adjuntan a la presente denuncia) encontrando como respuesta que la información 
era inexistente. 
4 Comunicado completo disponible en: https://www.business-
humanrights.org/sites/default/files/documents/Postura%20Grupo%20KUO%2019%20de%20mayo.
pdf 
 

https://www.business-humanrights.org/sites/default/files/documents/Postura%20Grupo%20KUO%2019%20de%20mayo.pdf
https://www.business-humanrights.org/sites/default/files/documents/Postura%20Grupo%20KUO%2019%20de%20mayo.pdf
https://www.business-humanrights.org/sites/default/files/documents/Postura%20Grupo%20KUO%2019%20de%20mayo.pdf


 
 

   
 

 

Por lo cual, el riego forestal que realizan con sus aguas residuales es otro hecho que las 

autoridades ambientales deben investigar. 

 

Con base en lo anterior, se exponen algunas CONSIDERACIONES DE DERECHO que 

deben ser eje rector para las acciones que se adopten al resolver sobre la degradación 

ambiental que causa la industria porcícola en la Península de Yucatán. 

Este apartado se desarrolla en siete secciones: 1) Contexto del derecho humano al medio 

ambiente sano, las particularidades del daño ambiental y la obligación de aplicar el principio 

precautorio; 2) La legitimación de las y los denunciantes, 3) Las obligaciones del Estado 

Mexicano en el marco del nuevo T-MEC y el acuerdo ambiental paralelo; 4) Obligación 

internacional y nacional de realizar evaluaciones de impacto ambiental; 5) Impactos 

Ambientales de la industria porcícola en la Península de Yucatán y ausencia de manifestación 

de impacto ambiental de granjas que ya operan, generando así la violación al derecho al 

medio ambiente sano, 6) Obligación de realizar una manifestación de impacto ambiental que 

incluya el impacto acumulado y sinérgico de esta industria en la PY, 7) La industria porcícola 

en la PY debe ser considerada una actividad altamente riesgosa y 8) Las violaciones a los 

derechos indígenas producidos por la industria porcícola en la PY. 

1) Contexto del derecho humano al medio ambiente sano, las particularidades del daño 

ambiental y la obligación de aplicar el principio precautorio. 

Como primer punto, es importante establecer que el derecho humano al medio ambiente sano 

está tutelado por la Constitución Federal en el artículo 4o., párrafo quinto, y que se desarrolla 

en dos aspectos: a) en un poder de exigencia y un deber de respeto erga omnes (a todos) a 

preservar la sustentabilidad del entorno ambiental, que implica la no afectación ni lesión a 

éste (eficacia horizontal de los derechos fundamentales); y b) en la obligación correlativa de 

las autoridades de vigilancia, conservación y garantía de que sean atendidas las regulaciones 

pertinentes (eficacia vertical).5 

El derecho ambiental tiene una configuración normativa integrada por diversos principios, 

los cuales interactúan y deben ser vistos de forma sistemática.  

Es importante identificar que el daño ambiental o ecológico tiene notas características que lo 

distinguen, es un daño no común, diferente, dinámico, en continua redefinición, mutante, en 

el que opera la incertidumbre. Es por ello que es difícil o imposible determinarlo a través de 

un concepto abstracto o cerrado; por el contrario, el daño ambiental exige una interpretación 

                                                           
5 Tesis: I.4o.A. J/2 (10a.), Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, t. 3, Octubre de 2013, 
p. 1627.  



 
 

   
 

amplia a la luz del principio de precaución6. En palabras de la SCJN, “La exigencia de 

evidencias inequívocas sobre la alteración de un servicio ambiental, constituye una medida 

de desprotección del medio ambiente, por lo que su análisis debe ser conforme al principio 

de precaución y del diverso in dubio pro natura.”7 

En resumen el riesgo y daño ambiental opera con base a la incertidumbre o controversia 

científica, por lo que conforme al principio precautorio, los operadores jurídicos y 

“autoridades ambientales” deben de tomar decisiones, aún sin tener una precisión sobre el 

riesgo o el daño ambiental8, o bien, sin saber específicamente cuáles fueron las causas que lo 

produjeron. 

2) La legitimación de las y los denunciantes. 

Los suscritos miembros de pueblos mayas de la Península de Yucatán, pueblos donde se 

encuentran ubicadas las granjas industrializadas de cerdos así como las organizaciones 

firmantes, quienes entre sus objetivos se encuentra la protección de los derechos humanos, 

nos encontramos legitimados para presentar esta denuncia popular de carácter regional. 

Al respecto, consideramos importante recodar el criterio establecido por la Primera Sala 

de la SCJN en el Amparo en Revisión 307/2016 respecto al concepto de interés legítimo 

para la defensa del medio ambiente como derecho humano a la luz de los artículos 4°, en 

relación con el diverso 1°, constitucionales. Instruyendo lo siguiente: 

 

160. “Esta Primera Sala concluye que para resolver si se actualiza el interés legítimo de 

quien promueve un juicio de amparo en defensa del medio ambiente, el juzgador sólo deberá 

determinar si quien alega ser titular del derecho ambiental se beneficia o aprovecha los 

servicios ambientales que presta el ecosistema que alega vulnerado. 

162. Es por ello que esta Sala reitera que el análisis de los servicios ambientales debe 

ser conforme al principio de precaución, es decir, la ausencia de pruebas científicas que 

reflejen los beneficios de la naturaleza no puede ser motivo para considerar que determinado 

ecosistema no presta un servicio ambiental, o bien, que el beneficio del ecosistema no repercute 

a una determinada persona o comunidad. 

163. No obstante, consciente de la complejidad que implica definir quiénes se 

benefician o aprovechan los servicios ambientales de un ecosistema, esta Sala adopta, como 

                                                           
6 San Martín Villaverde, Diego., El daño ambiental. Un estudio de la institución del derecho ambiental 
y el impacto en la sociedad, Perú, Grijley, 2015, p.131. 
7 Tesis 1a. CCXCV/2018 (10a.), Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, t. I, Diciembre 
2018, p. 307.  
8 Esteve Pardo, José, Derecho del Medio Ambiente, España, Marcial Pons, 2014, p. 53. 



 
 

   
 

uno de los criterios para identificar esta relación entre la persona y los servicios ambientales, 

el concepto del entorno adyacente.9 

 

El entorno adyacente  

 

164. Conforme a este concepto, son beneficiarios ambientales aquellos que habitan o 

utilizan el “entorno adyacente” o las áreas de influencia de un determinado ecosistema. 

165. Las áreas de influencia se refieren a las zonas o espacios geográficos en los que 

impactan los servicios ambientales que prestan los ecosistemas y que benefician a los seres 

humanos y al propio medio ambiente. Con otras palabras, son las áreas en las cuales las funciones 

de un ecosistema, entendidas como los procesos biofísicos que ahí se generan, impactan en 

beneficio de los seres humanos y del medio ambiente.10 

166. Cada ecosistema tiene diversas áreas de influencia dependiendo de la naturaleza de 

los servicios ambientales que presta; la identificación o el reconocimiento de este espacio 

geográfico permite entender que cualquier persona que utiliza o habita el área de influencia o el 

“entorno adyacente” de un ecosistema es beneficiario de sus servicios ambientales y, por tanto, 

está legitimado para promover el juicio de amparo en su defensa. 

167. Cabe precisar que, si bien el entorno adyacente constituye un concepto esencialmente 

geográfico, esto no implica que esté limitado a un criterio de vecindad inmediata, es decir, 

que solo puedan acudir en defensa del ecosistema aquellos que viven “a un lado” del mismo. 

Por el contrario, la delimitación de este espacio geográfico es amplia, pues se determina 

por los beneficios que prestan los ecosistemas y las zonas en donde impactan estos 

beneficios. 

168. El concepto del entorno adyacente como uno de los criterios para definir la 

legitimación activa en el juicio de amparo ambiental, resulta acorde con el principio de 

participación ciudadana, en tanto los principales interesados, y obligados, a defender un 

determinado ecosistema, son sus beneficiarios, es decir, aquellos que habitan o utilizan su zona 

de influencia  

                                                           
9 El Tribunal Ambiental de Santiago, Chile, en la sentencia D-03-2013, (Álvaro Toro Vega contra 

el Ministerio del Medio Ambiente) dictada el 20 de marzo de 2015, retomó y desarrolló el concepto 
del entorno adyacente como una nueva forma de interpretar en un sentido amplio el requisito de 
daño a través de un criterio ambiental. Esta Sala adopta, en lo que resulta compatible con nuestro 
ordenamiento constitucional y convencional, la teoría del entorno adyacente para definir quiénes son 
beneficiarios ambientales para efecto de la legitimación activa en el juicio de amparo. Véase 
Bermúdez Soto, Jorge, Fundamentos de Derecho Ambiental, Chile, Ediciones Universitarias de 
Valparaíso, 2015, p. 415 

10 Véase Andaluz Westreicher, Carlos, ob.cit., pp.33 a 44. 



 
 

   
 

169. No pasa inadvertido para esta Sala que la definición del área de influencia de cada 

ecosistema resulta en un problema casuístico que se habrá de resolver caso a caso, por lo que es 

inconveniente para garantizar la efectiva protección del derecho humano al medio ambiente 

definir ex ante cuáles son las áreas de influencia de los ecosistemas, pues éstas dependerán del 

tipo de ecosistema y de la naturaleza -que puede ser hasta de índole religiosa- de los servicios 

ambientales que presta. (Énfasis añadido) 

 

Por lo anterior, la Primera Sala de la SCJN concluye “que se actualiza el interés legítimo 

en un juicio de amparo en materia ambiental, cuando se acredita que existe un vínculo entre 

quien alega ser titular del derecho ambiental y los servicios ambientales que presta el 

ecosistema presuntamente vulnerado; vínculo que puede demostrarse –como uno de los 

criterios de identificación, mas no el único- cuando el accionante acredita habitar o utilizar 

el “entorno adyacente” del ecosistema, entendiendo éste como su área de influencia a partir 

de los servicios ambientales que presta. No siendo necesario demostrar el daño al medio 

ambiente pues, en todo caso, y atendiendo al principio de precaución, el daño o el riesgo de 

daño al medio ambiente, constituirá la materia de fondo del juicio de amparo. 

 

En el caso concreto la industria porcícola se desarrolla en la Península de Yucatán, 

encontrando entre sus principales afectaciones ambientales la contaminación del acuífero de 

la Península, el cual, como es de su conocimiento se forma de la interconexión de ríos 

subterráneos y cenotes conformando este acuífero de cuyo servicio ambiental somos 

beneficiarios los suscritos. Lo anterior, es una de las múltiples razones para estar legitimadas 

y legitimados para presentar esta denuncia ambiental. 

Considerando también, que como pueblo maya peninsular tenemos derechos sobre 

nuestro territorio, y como se manifiesta la instalación de industria porcícola no ha respetado 

nuestros derechos cómo pueblo maya. 

3) Las obligaciones del Estado Mexicano en el marco del nuevo T-MEC y el acuerdo 

ambiental paralelo. 

 

El 15 de julio de 2020 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Tratado entre los 

Estados Unidos de América, los Estados Unidos Mexicanos y Canadá (en adelante T-MEC) 

así como del Acuerdo en Materia de Cooperación Ambiental entre los Gobiernos de los 



 
 

   
 

Estados Unidos Mexicanos, de los Estados Unidos de América y de Canadá.11 Con base en 

el T-MEC y el acuerdo paralelo de cooperación ambiental, México frente a la industria 

porcícola en la PY tiene la obligación de cumplir con las siguientes obligaciones: 

T-MEC  

Artículo 24.3: Niveles de Protección 

2. Cada Parte procurará asegurar que sus leyes y políticas ambientales provean y 

alienten altos niveles de protección ambiental y procurará seguir mejorando sus 

respectivos niveles de protección ambiental. 

Artículo 24.7: Evaluación de Impacto Ambiental  

1. Cada Parte mantendrá procedimientos apropiados para evaluar los impactos 

ambientales de proyectos propuestos que estén sujetos a una acción del nivel central 

del gobierno de esa Parte y que puedan causar efectos significativos sobre el medio 

ambiente con el fin de evitar, minimizar o mitigar efectos adversos.  

2. Cada Parte asegurará que dichos procedimientos dispongan la divulgación de 

información al público y, de conformidad con su ordenamiento jurídico, permitan 

la participación del público. 

Artículo 24.9: Protección de la Capa de Ozono  

1. Las Partes reconocen que las emisiones de ciertas sustancias pueden agotar 

considerablemente y modificar la capa de ozono en una manera que podría tener 

efectos adversos sobre la salud humana y el medio ambiente. Por consiguiente, cada 

Parte tomará medidas para controlar la producción y consumo de, y el comercio 

en, dichas sustancias 

Artículo 24.11: Calidad del Aire  

1. Las Partes reconocen que la contaminación del aire es una grave amenaza para 

la salud pública, la integridad de los ecosistemas, y el desarrollo sostenible y que 

contribuye a otros problemas ambientales; y advierten que la reducción de ciertos 

contaminantes del aire puede proporcionar múltiples beneficios.  

2. Observando que la contaminación del aire puede trasladarse largas distancias e 

impactar la capacidad de cada Parte para lograr sus objetivos de calidad del aire, 

las Partes reconocen la importancia de reducir la contaminación del aire tanto 

                                                           
11 Disponibles en: https://www.gob.mx/t-mec/acciones-y-programas/textos-finales-del-tratado-entre-
mexico-estados-unidos-y-canada-t-mec-202730?state=published 

https://www.gob.mx/t-mec/acciones-y-programas/textos-finales-del-tratado-entre-mexico-estados-unidos-y-canada-t-mec-202730?state=published
https://www.gob.mx/t-mec/acciones-y-programas/textos-finales-del-tratado-entre-mexico-estados-unidos-y-canada-t-mec-202730?state=published


 
 

   
 

nacional como transfronteriza, y que la cooperación puede ser benéfica para 

alcanzar estos objetivos. 

Por su parte, con base al acuerdo en materia de cooperación ambiental ligado al T-MEC 

nuestro País tiene diversas obligaciones entre las que se encuentran:  

 Reducir la contaminación. 

 Proteger la capa de ozono, incluso mediante el control de la producción, el 

consumo y el comercio de sustancias que agotan la capa de ozono. 

 Promover el aire limpio, el agua limpia y el suelo limpio. 

 La restauración y conservación de los suelos. 

 La gestión racional de químicos y desechos. 

 Abordar la deforestación y la degradación de los bosques; y el monitoreo de 

emisiones. 

 Promover la gestión y uso sustentable de los recursos naturales (s) la 

conservación y el manejo sustentable de los bosques, incluida la lucha contra 

su deforestación y degradación. 

En este sentido, es contundente la obligación que tienen las autoridades ambientales 

mexicanas de tomar acciones urgentes para garantizar nuestro derecho humano al medio 

ambiente sano, e incluso para cumplir con los tratados comerciales como el T-MEC. 

4) Obligación internacional y nacional de realizar evaluaciones de impacto ambiental. 

Es importante dejar en claro que México, para cumplir su obligación de garantizar el derecho 

al medio ambiente sano, debe regular y garantizar que cualquier actividad que pueda generar 

un impacto negativo al medio ambiente realice estudios de impacto ambiental antes de iniciar 

su construcción y operación. Esta obligación resulta clara para los Estados que forman parte 

del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, pues en la Opinión Consultiva 23/17 de 

la Corte Interamericana de Derechos Humanos, se estableció lo siguiente:  

156. La Corte Interamericana hasta el momento solo se ha pronunciado respecto a la 

obligación de llevar a cabo estudios de impacto ambiental respeto a actividades 

desarrolladas en territorio de comunidades indígenas. En este sentido, ha 

establecido que la realización de estudios de impacto ambiental constituye una de 

las salvaguardas para garantizar que las restricciones impuestas a las 

comunidades indígenas o tribales, respecto del derecho a la propiedad sobre sus 

tierras por la emisión de concesiones dentro de su territorio, no impliquen una 

denegación de su subsistencia como pueblo12. El objetivo de los mismos no es 

                                                           
12  Véase, inter alia, Caso Pueblo Saramaka Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas, supra, párr. 129; Caso del Pueblo Saramaka Vs. Surinam. Interpretación de 
la Sentencia de Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párrs. 31 a 39; 
Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador, supra, párr. 205; Caso Comunidad 



 
 

   
 

únicamente tener alguna medida objetiva del posible impacto sobre la tierra y las 

personas, sino también asegurar que los miembros del pueblo tengan 

conocimiento de los posibles riesgos, incluidos los riesgos ambientales y de 

salubridad, para que puedan evaluar si aceptan el plan de desarrollo o inversión 

propuesto, con conocimiento y de forma voluntaria13.  

157. No obstante, esta Corte advierte que la obligación de llevar a cabo un estudio de 

impacto ambiental existe también en relación con cualquier actividad que pueda 

causar un daño ambiental significativo. Al respecto, la Declaración de Río 

establece que “[d]eberá emprenderse una evaluación del impacto ambiental, en 

calidad de instrumento nacional, respecto de cualquier actividad propuesta que 

probablemente haya de producir un impacto negativo considerable en el medio 

ambiente y que esté sujeta a la decisión de una autoridad nacional competente”14. 

159. El Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha señalado que cuando un Estado 

debe determinar cuestiones complejas de política medioambiental y económica, el 

proceso de toma de decisiones debe, en primer lugar, incluir investigaciones y 

estudios adecuados que les permitan predecir y evaluar con anticipación los efectos 

de aquellas actividades que puedan dañar el medio ambiente e infringir los 

                                                           
Garífuna Triunfo de la Cruz y sus miembros Vs. Honduras, supra. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 8 de octubre de 2015. Serie C No. 305, párr. 156, y Caso Pueblos Kaliña y 
Lokono Vs. Surinam, supra, párrs. 214 y 215. 
13  Cfr. Caso del Pueblo Saramaka Vs. Surinam. Interpretación de la Sentencia de excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 40, y Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. 
Surinam, supra, párr. 214.  
14  Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, Conferencia de las Naciones 

Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, Río de Janeiro, 3-14 de junio de 1992, Doc. ONU 

NCONP.I51/26/Rev.1 (Vol. 1), principio 17. En el mismo sentido, véase, inter alia, CONVEMAR, art. 

204; Convenio sobre la Diversidad Biológica, entrada en vigor el 29 de diciembre de 1993, art. 14; 

Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, entrada en vigor el 21 de 

marzo de 1994, art. 4.1.f; Convenio para la Protección y el Desarrollo del Medio Marino en la Región 

del Gran Caribe (Convenio de Cartagena), entrada en vigor el 11 de octubre de 1986, art. 12.2; 

Convenio para la Protección, la Ordenación y el Desarrollo del Medio Marino y Costero de la Región 

de África Oriental (Convenio de Nairobi), entrada en vigor el 30 de mayo de 1996, art. 14.2; Protocolo 

al Tratado Antártico sobre Protección del Medio Ambiente (Protocolo de Madrid), entrada en vigor el 

14 de enero 1998, art. 8; Convenio sobre la Cooperación para la Protección y el Desarrollo del Medio 

Marino y las zonas costeras de la Región de África Occidental y Central (Convenio de Abidjan), 

entrada en vigor el 5 de agosto de 1984, art. 13.2; Convención sobre la Protección del Medio Marino 

de la Zona del Mar Báltico (Convención de Helsinki), entrada en vigor el 17 de enero de 2000, art. 7, 

y Convenio Marco para la Protección del Medio Marino del Mar Caspio (Convenio de Teherán), 

entrada en vigor el 12 de agosto de 2006, art. 17. 



 
 

   
 

derechos de los particulares y permitirles encontrar un justo equilibrio entre los 

distintos intereses en conflicto15. 

160. Sin perjuicio de otras obligaciones que surjan del derecho internacional16, esta 

Corte considera que, al determinarse que una actividad implica un riesgo de daño 

significativo, es obligatorio la realización de un estudio de impacto ambiental. 

Dicha determinación inicial, puede hacerse, por ejemplo, mediante un estudio 

inicial de impacto ambiental17 o porque la legislación interna o alguna otra norma 

precise actividades que obligatoriamente requieran la realización de un estudio de 

impacto ambiental18. En cualquier caso, la obligación de realizar un estudio de 

impacto ambiental cuando hay riesgo de daño significativo es independiente de si 

se trate de un proyecto realizado directamente por el Estado o por personas 

privadas. 

161. La Corte ya ha señalado que los estudios de impacto ambiental deben realizarse 

conforme a los estándares internacionales y buenas prácticas al respecto. En este 

sentido, ha señalado ciertas condiciones que deben cumplir dichos estudios de 

impacto ambiental19. Si bien este desarrollo se realizó respecto de actividades a 

realizarse en territorios de comunidades indígenas, la Corte considera que también 

                                                           
15  Cfr. TEDH, Caso Hatton y otros Vs. Reino Unido [GS], No. 36022/97. Sentencia de 8 de julio de 
2003, párr. 128, y TEDH, Caso Taşkin y otros Vs. Turquía, No. 46117/99. Sentencia de 10 de 
noviembre de 2004, párr. 119.  
16  Al respecto, véase, como ejemplo, la obligación de realizar estudios de impacto ambiental 
respecto de actividades en territorios de comunidades o pueblos indígenas, que no depende de la 
existencia de un riesgo de daño significativo. 
17  El Protocolo al Tratado Antártico sobre Protección del Medio Ambiente establece la obligación 
de preparar una “Evaluación Medioambiental Inicial”, para determinar si la actividad propuesta puede 
tener un impacto más que mínimo o transitorio, en cuyo caso se debe preparar entonces una 
“Evaluación Medioambiental Global”. Cfr. Anexo 1 al Protocolo al Tratado Antártico sobre Protección 
del Medio Ambiente (Protocolo de Madrid), entrada en vigor el 14 de enero 1998, arts. 2 y 3. 
18  Este tipo de regulación existe, por ejemplo, en Brasil, Chile, Cuba, El Salvador, México, Panamá, 
Paraguay, República Dominicana y Uruguay. Cfr. (Brasil) Resolución 001/86 de Conselho Nacional 
do Meio Ambiente (CONAMA) de 23 de enero de 1986, mediante la cual se disponen los criterios 
básicos y directrices generales para las evaluaciones de impacto ambiental, art. 2; (Chile) Ley sobre 
Bases Generales del Medio Ambiente No. 19.300 de 1 de marzo de 1994, art. 10; (Cuba) Ley No. 81 
del Medio Ambiente de 11 de julio de 1997, art. 28; (El Salvador) Ley del Medio Ambiente, de 4 de 
mayo de 1998 con reformas hasta 2012, art. 21; (México) Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente de los Estados Unidos Mexicanos de 28 de enero de 1988, art. 29; 
(Paraguay) Ley sobre la Evaluación de Impacto Ambiental, Ley No. 294/93 de 31 de diciembre de 
1993, art. 7; (Panamá) Decreto Ejecutivo No. 59 de 16 de marzo de 2000, por el cual se aprueba el 
Reglamento del Proceso de Evaluación de Impacto Ambiental, art. 3; (República Dominicana) Ley 
General sobre Medio Ambiente y Recursos Naturales, Ley No. 64-00 de 18 de agosto de 2000, art. 
41, y (Uruguay) Decreto No 349/2005 de 21 de septiembre de 2005, mediante el cual se aprueba el 
Reglamento de Evaluación de Impacto Ambiental y Autorizaciones Ambientales, art. 2.  
19  Cfr. Caso del Pueblo Saramaka Vs. Surinam. Interpretación de la Sentencia de Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 41; Caso Comunidad Garífuna Triunfo 
de la Cruz y sus miembros Vs. Honduras, supra, párr. 180, y Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. 
Surinam, supra, párr. 216. 



 
 

   
 

son aplicables para todo estudio de impacto ambiental. Dichas condiciones son las 

siguientes:  

a. Llevarse a cabo antes de la realización de la actividad  

162. El estudio de impacto ambiental debe ser concluido de manera previa a la 

realización de la actividad o antes del otorgamiento de los permisos necesarios 

para su realización20. El Estado debe garantizar que no se emprenda ninguna 

actividad relacionada con la ejecución del proyecto hasta que el estudio de impacto 

ambiental sea aprobado por la autoridad estatal competente21. La realización del 

estudio ambiental en las etapas iniciales de discusión del proyecto permite que 

realmente se exploren alternativas a la propuesta y que estas puedan ser tomadas 

en cuenta22. Preferiblemente, los estudios de impacto ambiental deben comenzar 

antes que la ubicación y diseño de los proyectos estén decididas, para evitar 

pérdidas económicas en caso que sea necesaria una modificación23. En casos en 

que la autorización para realizar la actividad, concesión o licencia ya ha sido 

otorgada, sin haberse realizado un estudio de impacto ambiental, este debe 

concluirse antes de la ejecución del proyecto24.  

b. Realizado por entidades independientes bajo la supervisión del Estado 

163. La Corte considera que el estudio de impacto ambiental lo debe realizar una 

entidad independiente y técnicamente capaz, bajo la supervisión del Estado25. En 

este sentido, los estudios de impacto ambiental pueden ser realizados por el propio 

Estado o por una entidad privada. Sin embargo, en ambos casos es el Estado quien, 

en el marco de su deber de supervisión y fiscalización, debe asegurarse que el 

                                                           
20  Cfr. Caso del Pueblo Saramaka Vs. Surinam. Interpretación de la Sentencia de Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 41, y Caso Comunidad Garífuna Triunfo 
de la Cruz y sus miembros Vs. Honduras, supra, párr. 180. Al respecto, el Comité DESC ha 
indicado que los estudios de impacto ambiental deben realizarse con anterioridad a la ejecución de 
los proyectos o, de ser el caso, antes de la concesión de los permisos de las empresas. Cfr. Comité 
DESC, Observaciones Finales: Perú, Doc. ONU E/C.12/PER/CO/2-4, 30 de mayo de 2012, párr. 22. 
21  Cfr. Caso del Pueblo Saramaka Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas, supra, párr. 129, y Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam, supra, párr. 201. 
22  Cfr. PNUMA, Evaluación del impacto ambiental y evaluación ambiental estratégica: hacia un 
enfoque integrado (Environmental Impact Assessment and Strategic Environmental Assessment: 
Towards an Integrated Approach), 2004, pág. 40. Disponible en: 
http://unep.ch/etu/publications/textonubr.pdf.  
23  Cfr. PNUMA, Evaluación del impacto ambiental y evaluación ambiental estratégica: hacia un 
enfoque integrado (Environmental Impact Assessment and Strategic Environmental Assessment: 
Towards an Integrated Approach), 2004, pág. 41. Disponible en: 
http://unep.ch/etu/publications/textonubr.pdf. 
24  Cfr. Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam, supra, párrs. 207 y 215. 
25  Cfr. Caso del Pueblo Saramaka Vs. Surinam. Interpretación de la Sentencia de Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 41, y Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. 
Surinam, supra, párr. 201. 

http://unep.ch/etu/publications/textonubr.pdf
http://unep.ch/etu/publications/textonubr.pdf


 
 

   
 

estudio se realizó correctamente26. En caso que los estudios sean realizados por 

entidades privadas los Estados deben tomar medidas para asegurar la 

independencia de las mismas27. 

164. Dentro del proceso de aprobación de un estudio de impacto ambiental, el Estado 

debe examinar si la realización del proyecto es compatible con las obligaciones 

internacionales del Estado. En este sentido, el Estado deberá tomar en cuenta el 

impacto que puede tener el proyecto en sus obligaciones de derechos humanos. La 

Corte ha señalado en casos de comunidades indígenas que los estudios de impacto 

ambiental deben abarcar el impacto social que implique el proyecto28. Al respecto, 

la Corte advierte que si los estudios de impacto ambiental no incluyen un análisis 

social29, este análisis debe ser realizado por el Estado al momento de supervisar 

dicho estudio. 

c. Abarcar el impacto acumulado  

165. La Corte ha señalado que el estudio de impacto ambiental debe abarcar el impacto 

acumulado que han generado los proyectos existentes y los que vayan a generar 

los proyectos que hubieran sido propuestos30. En este sentido, si un proyecto está 

relacionado a otro, como por ejemplo, la construcción de una carretera para dar 

acceso, el estudio de impacto ambiental debe tomar en cuenta el impacto del 

proyecto principal y de los proyectos asociados31. Asimismo, se debe tomar en 

                                                           
26  Cfr. Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam, supra, párrs. 216 y 221. Véase también, 
Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, Río de Janeiro, 3-14 de junio de 1992, Doc. ONU 
NCONP.I51/26/Rev.1 (Vol. 1), principio 17. 
27  Mutatis mutandi, Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador, supra, párr. 207, 
y Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam, supra, párr. 216. 
28  Cfr. Caso del Pueblo Saramaka. Vs. Suriname. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas, supra, párr. 129, y Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam, supra, párrs. 
213 a 226. 
29  Al respecto, el Comité DESC ha señalado que los Estados deberían evaluar, además de los 
efectos ambientales, las consecuencias para los derechos humanos de los proyectos o actividades 
sometidos a su aprobación. Cfr. Comité DESC, Declaración en el marco de la Conferencia Río+20 
sobre “la economía verde en el contexto del desarrollo sostenible y la erradicación de la pobreza”, 4 
de junio de 2012, Doc. ONU E/C.12/2012/1, párr. 7. Véase también, Cfr. PNUMA, Evaluación del 
impacto ambiental y evaluación ambiental estratégica: hacia un enfoque integrado (Environmental 
Impact Assessment and Strategic Environmental Assessment: Towards an Integrated Approach), 
2004, pág. 52. Disponible en: http://unep.ch/etu/publications/textonubr.pdf.   
30  Cfr. Caso del Pueblo Saramaka Vs. Surinam. Interpretación de la Sentencia de excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 41, y Caso Pueblo Indígena Kichwa de 
Sarayaku Vs. Ecuador, supra, párr. 206. 
31  Cfr. PNUMA, Evaluación del impacto ambiental y evaluación ambiental estratégica: hacia un 
enfoque integrado (Environmental Impact Assessment and Strategic Environmental Assessment: 
Towards an Integrated Approach), 2004, pág. 52. Disponible en: 
http://unep.ch/etu/publications/textonubr.pdf. 

http://unep.ch/etu/publications/textonubr.pdf
http://unep.ch/etu/publications/textonubr.pdf


 
 

   
 

cuenta el impacto causado por otros proyectos existentes32. Este análisis permite 

concluir de una manera más certera si los efectos individuales y acumulados de 

actividades existentes y futuras implican un riesgo de daño significativo33.  

d. Participación de las personas interesadas 

166. La Corte no se ha pronunciado sobre la participación de personas interesadas en 

los estudios de impacto ambiental que no se relacionen con la protección de los 

derechos de comunidades indígenas. En el caso de proyectos que puedan afectar 

territorios indígenas y tribales, la Corte ha indicado que se debe dar participación 

a la comunidad, dentro del proceso de estudio de impacto ambiental, mediante 

una consulta34.  El derecho de participación en asuntos que pudieran afectar el 

medio ambiente se desarrolla, de manera general, en el acápite correspondiente a 

obligaciones de procedimiento. 

167. Sin embargo, con respecto a la participación de las personas interesadas en los 

estudios de impacto ambiental, la Corte toma nota que en 1987 el Programa de 

Naciones Unidas para el Medio Ambiente adoptó los Objetivos y Principios de los 

Estudios de Impacto Ambiental, en los cuales se establece que los Estados deberían 

permitir que expertos y grupos interesados puedan hacer comentarios a los estudios 

de impacto ambiental35. Si bien estos principios no son vinculantes, son 

recomendaciones de un ente técnico internacional que deberían ser tomadas en 

cuenta por los Estados36. (…) 

168. La Corte considera que la participación del público interesado, en general, permite 

realizar un examen más completo del posible impacto que tendrá el proyecto o 

actividad, así como si afectará o no derechos humanos. En este sentido, es 

recomendable que los Estados permitan que las personas que pudieran verse 

afectadas o, en general, cualquier persona interesada tengan oportunidad de 

presentar sus opiniones o comentarios sobre el proyecto o actividad antes que se 

                                                           
32  Cfr. PNUMA, Evaluación del impacto ambiental y evaluación ambiental estratégica: hacia un 
enfoque integrado (Environmental Impact Assessment and Strategic Environmental Assessment: 
Towards an Integrated Approach), 2004, pág. 52. Disponible en: 
http://unep.ch/etu/publications/textonubr.pdf. 
33  Cfr. Caso del Pueblo Saramaka Vs. Surinam. Interpretación de la Sentencia de excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 41. 
34  Véase, inter alia, Caso del Pueblo Saramaka Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas, supra, párr. 129 y 130; Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. 
Ecuador, supra, párr. 206, y Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam, supra, párr. 215. 
35  Cfr. PNUMA, Resolución 14/25 de 17 de junio de 1987, mediante la cual adopta los Objetivos y 
Principios de las Evaluaciones de Impacto Ambiental (Goals and Principles of Evironmental Impact 
Assesment), Doc. ONU UNEP/WG.152/4 Annex, principios 7 y 8.  
36  Respecto de estos principios, y CIJ, Caso de las plantas de celulosa sobre el Río Uruguay 
(Argentina Vs. Uruguay). Sentencia de 20 de abril de 2010, párr. 205. 

http://unep.ch/etu/publications/textonubr.pdf


 
 

   
 

apruebe, durante su realización y después que se emita el estudio de impacto 

ambiental.  

e. Respetar tradiciones y cultura de los pueblos indígenas 

169. En casos de proyectos que puedan afectar el territorio de comunidades indígenas, 

los estudios de impacto ambiental y social deben respetar las tradiciones y cultura 

de los pueblos indígenas37. En este sentido, es necesario tomar en cuenta la 

conexión intrínseca que los integrantes de los pueblos indígenas y tribales tienen 

con su territorio. Es preciso proteger esta conexión, entre el territorio y los 

recursos naturales que tradicionalmente han usado y que son necesarios para su 

supervivencia física y cultural y para el desarrollo y continuidad de su 

cosmovisión, a efecto de garantizar que puedan continuar viviendo su modo de vida 

tradicional y que su identidad cultural, estructura social, sistema económico, 

costumbres, creencias y tradiciones distintivas sean respetadas, garantizadas y 

protegidas por los Estados38. 

f. Contenido de los Estudios de Impacto Ambiental  

170. El contenido de los estudios de impacto ambiental dependerá de las circunstancias 

específicas de cada caso y el nivel de riesgo que implica la actividad propuesta39. 

La Corte Internacional de Justicia y la Comisión de Derecho Internacional han 

señalado que cada Estado debe determinar en su legislación el contenido de los 

estudios de impacto ambiental requerido en cada caso40. La Corte Interamericana 

                                                           
37  Cfr. Caso del Pueblo Saramaka Vs. Surinam. Interpretación de la Sentencia de Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 41, y Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. 
Surinam, supra, párr. 164. 
38  Véase, inter alia, Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay, supra, párrs. 124, 135 
y 137; Caso de los Pueblos Indígenas Kuna de Madungandí y Emberá de Bayano y sus miembros 
Vs. Panamá, supra, párr. 112; Caso Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus miembros Vs. 
Honduras. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de 
octubre de 2015. Serie C No. 304, párr. 167, y Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam, supra, 
Vs. Surinam, supra, párr. 164.  
39  Cfr. PNUMA, Evaluación del impacto ambiental y evaluación ambiental estratégica: hacia un 
enfoque integrado (Environmental Impact Assessment and Strategic Environmental Assessment: 
Towards an Integrated Approach), 2004, pág. 44. Disponible en: 
http://unep.ch/etu/publications/textonubr.pdf, y PNUMA, Resolución 14/25 de 17 de junio de 1987, 
mediante la cual adopta los Objetivos y Principios de las Evaluaciones de Impacto Ambiental (Goals 
and Principles of Evironmental Impact Assesment), Doc. ONU UNEP/WG.152/4 Annex, principio 5.  
40  Cfr. CIJ, Caso de las plantas de celulosa sobre el Río Uruguay (Argentina Vs. Uruguay). 

Sentencia de 20 de abril de 2010, párr. 205; CIJ, Caso de Ciertas actividades llevadas a cabo por 

Nicaragua en la zona fronteriza (Costa Rica Vs. Nicaragua) y Construcción de una Ruta en Costa 

Rica a la largo del río San Juan (Nicaragua Vs. Costa Rica). Sentencia del 16 de diciembre de 2015, 

párr. párr. 104, y Comisión de Derecho Internacional, Comentarios al Proyecto de artículos sobre la 

prevención del daño transfronterizo resultante de actividades peligrosas G.A. Res. 56/82, Doc. ONU 

NRES/56/82, art. 7 párr. 9. 

http://unep.ch/etu/publications/textonubr.pdf


 
 

   
 

estima que los Estados deben determinar y precisar, mediante legislación o 

mediante el proceso de autorización del proyecto, el contenido específico que se 

requiere para el estudio de impacto ambiental, tomando en cuenta la naturaleza y 

magnitud del proyecto y la posibilidad de impacto que tendría en el medio ambiente. 

En resumen, como ha resuelto la Corte IDH, hay una clara obligación de llevar a cabo un 

estudio de impacto ambiental con cualquier actividad que pueda causar un daño ambiental. 

Dicho estudio constituye además una salvaguarda para impedir que actividades como la 

industria porcícola perjudiquen la subsistencia del pueblo indígena en cuyo territorio se 

desarrollen. Y, como establece este Tribunal Interamericano, el estudio de impacto ambiental 

debe: 

1. Ser concluido de manera previa a la realización de la actividad o antes del 

otorgamiento de los permisos necesarios para su realización 

2.  Ser realizado por una entidad independiente y técnicamente capaz, bajo la 

supervisión del Estado. 

3. Incluir el estudio de impacto social cuando se realice la actividad o proyecto en 

territorio indígena. 

4. Generar la participación de las personas interesada en su elaboración y, tratándose 

de pueblos indígenas, se debe garantizar su derecho a participar en el estudio  

5. Abarcar el impacto acumulado que han generado los proyectos existentes y los que 

vayan a generar los proyectos que hubieran sido propuestos. En este sentido, si un 

proyecto está relacionado con otro, el estudio de impacto ambiental debe tomar en 

cuenta el impacto del proyecto principal y de los proyectos asociados41. 

Asimismo, se debe tomar en cuenta el impacto causado por otros proyectos 

existentes42. Este análisis permite concluir de una manera más certera si los 

efectos individuales y acumulados de actividades existentes y futuras implican 

un riesgo de daño significativo43. En resumen, es fundamental que se incluya en el 

                                                           
41  Cfr. PNUMA, Evaluación del impacto ambiental y evaluación ambiental estratégica: hacia un 
enfoque integrado (Environmental Impact Assessment and Strategic Environmental Assessment: 
Towards an Integrated Approach), 2004, pág. 52. Disponible en: 
http://unep.ch/etu/publications/textonubr.pdf. 
42 Cfr. PNUMA, Evaluación del impacto ambiental y evaluación ambiental estratégica: hacia un 
enfoque integrado (Environmental Impact Assessment and Strategic Environmental Assessment: 
Towards an Integrated Approach), 2004, pág. 52. Disponible en: 
http://unep.ch/etu/publications/textonubr.pdf. 
43 Cfr. Caso del Pueblo Saramaka Vs. Surinam. Interpretación de la Sentencia de excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 41. 

http://unep.ch/etu/publications/textonubr.pdf
http://unep.ch/etu/publications/textonubr.pdf


 
 

   
 

análisis ambiental de los impactos de la industria porcícola en la PY, el impacto 

ambiental sinérgico y acumulativo que esta industria ocasiona sobre la PY. 44 

6. Respetar las tradiciones y cultura de los pueblos indígenas. Es preciso proteger esta 

conexión, entre el territorio y los recursos naturales que tradicionalmente han 

usado y que son necesarios para su supervivencia física y cultural y para el 

desarrollo y continuidad de su cosmovisión, a efecto de garantizar que puedan 

continuar viviendo su modo de vida tradicional y que su identidad cultural, estructura 

social, sistema económico, costumbres, creencias y tradiciones distintivas sean 

respetadas, garantizadas y protegidas por los Estados. 

7. Especificar su contenido tomando en cuenta la naturaleza y magnitud del proyecto y 

la posibilidad de impacto que tendrían en el medio ambiente. 

8. Incluir un plan de contingencia para responder a emergencias o desastres 

ambientales, que incluya medidas de seguridad y procedimientos para minimizar las 

consecuencias de dichos desastres. 

En este sentido, la Suprema Corte de Justicia de la Nación también ha determinado que una 

evaluación de riesgos ambientales es condición necesaria para la implementación de 

cualquier proyecto con impacto ambiental y, consecuentemente, su ausencia constituye, en 

sí misma, una vulneración al principio precautorio. Sustentado en la siguiente tesis: 

Época: Décima Época Registro: 2018769 Instancia: Primera Sala Tipo de 

Tesis: Aislada Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Libro 61, 

Diciembre de 2018, Tomo I Materia(s): Constitucional Tesis: 1a. CCXCIII/2018 

(10a.) Página: 390  

PROYECTOS CON IMPACTO AMBIENTAL. LA FALTA DE 

EVALUACIÓN DE RIESGOS AMBIENTALES EN SU 

IMPLEMENTACIÓN, VULNERA EL PRINCIPIO DE PRECAUCIÓN. En 

términos del artículo 15 de la Convención de Río sobre el Medio Ambiente y el 

Desarrollo, conforme al principio de precaución, cuando la experiencia empírica 

refleja que una actividad es riesgosa para el medio ambiente, resulta necesario 

                                                           
44 Impacto ambiental sinérgico. Aquel que se produce cuando el efecto conjunto de la presencia 

simultánea de varias acciones supone una incidencia ambiental mayor que la suma de las 

incidencias individuales contempladas aisladamente. Impacto ambiental acumulativo. El efecto en el 

ambiente que resulta del incremento de los impactos de acciones particulares ocasionado por la 

interacción con otros que se efectuaron en el pasado o que están ocurriendo en el presente. 

Disponible  en: 

http://biblioteca.semarnat.gob.mx/janium/recursos/228422/dgeiawf.semarnat.gob.mx_8080/ibi_app

s/WFServlet48a1.html 

 

http://biblioteca.semarnat.gob.mx/janium/recursos/228422/dgeiawf.semarnat.gob.mx_8080/ibi_apps/WFServlet48a1.html
http://biblioteca.semarnat.gob.mx/janium/recursos/228422/dgeiawf.semarnat.gob.mx_8080/ibi_apps/WFServlet48a1.html


 
 

   
 

adoptar todas las medidas indispensables para evitarla o mitigarla, aun cuando 

no exista certidumbre sobre el daño ambiental. Este principio demanda una 

actuación estatal ante la duda de que una actividad pueda ser riesgosa. En 

congruencia con lo anterior, una evaluación de riesgos ambientales es una 

condición necesaria para la implementación de cualquier proyecto con impacto 

ambiental y, consecuentemente, su ausencia constituye, en sí misma, una 

vulneración a este principio. 

Por su parte la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente (en adelante 

LGEEPA) en su artículo 28, fracción VII y XII establece que las mega granjas de cerdos, 

actividad que en la PY ha generado y continúa cambios de uso de suelo de selva y ha puesto 

en peligro a especies y generado daño al ecosistema, requiere previamente se le autorice una 

evaluación de impacto ambiental, en donde se establecerán las condiciones a que se sujetará 

dicha obra a fin de evitar o reducir al mínimo sus efectos negativos sobre el medio ambiente. 

Y la autorización o rechazo de manifestación de impacto ambiental debe ser realizada por la 

autoridad federal, esto es, la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, en razón 

de que este tipo de industria ha ocasionado cambios de uso de suelo de selva, ha puesto en 

peligro a especies, y generado daño al ecosistema como la contaminación del agua en la PY.  

5) Impactos Ambientales de la industria porcícola en la PY y ausencia de manifestación 

de impacto ambiental que generan la violación al derecho al medio ambiente sano. 

Se ha señalado en el apartado de Hechos los impactos ambientales que ha generado la 

industria porcícola en la PY. Y se resumen los siguientes: 

• Acumulación de nutrientes (coliformes, nitrógeno Total (NT), Amonio (NH4) y 

Nitritos (NO2)) y la infiltración de nitratos (NO3) contaminan los mantos freáticos, al mismo 

tiempo que provocan la acumulación de metales pesados en la capa superficial del suelo 

(hierro y cobre). 

• En el caso del aire, la degradación microbiana de las excretas produce emisiones de 

amoniaco (NH3), sulfuros de hidrógeno y gases de efecto invernadero (GEI) como dióxido 

de carbono (CO2), metano (CH4) y óxido nitroso (N2O). Lo anterior, además, daña la salud 

de los humanos y de los animales, que desarrollan trastornos respiratorios y digestivos 

(Méndez et al., 2009).  

• Las granjas porcícolas industriales emiten malos olores y ruido, además de afectar la 

calidad del paisaje, es decir, se afecta la armonía y la belleza naturales debido a que 

disminuye la diversidad de la vegetación por la presencia de infraestructura atípica en la 

selva. 



 
 

   
 

• Los sistemas de alimentación basados en granos y oleaginosas (que a su vez erosionan 

el suelo por la demanda de agroquímicos necesarios para su producción), la genética 

prácticamente uniforme en todo el planeta y el empleo de grandes cantidades, hacen de la 

porcicultura una actividad que atenta contra el bienestar de los animales, la biodiversidad y 

la calidad de vida de las comunidades indígenas cercanas, así como incrementan los efectos 

negativos, producto del cambio climático. 

Ante esta industria con alto grado de contaminación es GRAVÍSIMO que de las 257 

granjas porcícolas “con algún registro” instaladas en la PY más del 91.5% (235) no 

tengan registradas Manifestación de Impacto Ambiental. Recordando que el Secretario 

de Agricultura en Yucatán reconoce que en este Estado hay más de 400 granjas. 

En este sentido, es importante recordar que la Primera Sala de la SCJN determinó, en el 

Amparo en Revisión 307/2016, que con base al principio precautorio y la teoría de la carga 

dinámica de la prueba, se fundamenta la inversión o flexibilización de la carga probatoria en 

casos ambientales, tal como lo establece el artículo 8.3 del Acuerdo de Escazú. Es decir, “una 

consecuencia procesal que produce la aplicación del principio precautorio, es la inversión de 

la carga de la prueba. Esto quiere decir que en materia ambiental se rompe el clásico esquema 

de que “quien demanda debe probar”, y adquiere un papel preponderante la teoría de la carga 

dinámica de la prueba, según la cual, “se traslada la carga a quien, a raíz de su situación 

personal, se halla en mejores condiciones para acercar la probanza al proceso, sin que importe 

si es el actor o el demandado”.45 

Por lo anterior, son las empresas involucradas las obligadas a probar que sus granjas 

porcícolas industrializadas cuentan con la autorización de manifestación de impacto 

ambiental y que no generan desequilibrios ecológicos en la PY. 

6) Obligación de realizar una manifestación de impacto ambiental que incluya el 

impacto sinérgico y acumulado del proyecto.  

De igual manera, es importante enfatizar que se trata de una industria establecida de forma 

sistemática en la Península de Yucatán, es decir, no es una actividad aislada o unas pocas 

granjas. Estamos hablando de una política estatal de desarrollo que se ha basado en el 

incremento de la producción de carne de cerdo en la PY, por lo cual es URGENTE Y 

NECESARIO que se investigue y sancione los daños ocasionados por esta industria en la 

PY. Y establezca otro marco de regulación ambiental para estas granjas en la PY dado la 

degradación ambiental e hídrica que enfrenta la PY.  

En este contexto, es importante recordar que la Corte IDH en su opinión consultiva 23/17 

estableció que los estudios de impacto ambiental deben contener el impacto acumulado, es 

                                                           
45 Tribunal Contencioso Administrativo de Costa Rica, Sentencia N° 4399-2010, del 14 de diciembre 
de 2010. 



 
 

   
 

decir, si un proyecto está relacionado a otros como es caso de la industria porcícola, el estudio 

del impacto debe abarcar los impactos del proyecto principal y los impactos de los proyectos 

asociados, como son las granjas porcícolas que están interactuando en este mismo sistema 

ambiental de la PY. 

De igual manera, el Reglamento de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección 

al Ambiente en Materia de Evaluación de Impacto Ambiental en su artículo 11 deja claro que 

este tipo de proyectos, que además alterarán las cuencas hidrológicas con impactos 

acumulativos y fragmentación de los ecosistemas, debe presentar una Manifestación de 

Impacto Ambiental (MIA) en la modalidad regional. 

En conclusión, debe de hacerse una revisión de las granjas porcícolas existentes para 

identificar cuáles se encuentran sin autorización de MIA y exigirles presenten su MIA 

en la modalidad regional. La modalidad regional es un requisito que debe de exigirse a 

todo aquel interesado en instalar una nueva granja porcícola en la PY, resultando 

fundamental que el análisis ambiental de los impactos de la industria porcícola en la 

PY, incluya el impacto ambiental sinérgico y acumulativo que esta industria ocasiona 

sobre la PY. 46 

 

7) La industria porcícola en la PY debe ser considerada una actividad altamente 

riesgosa. 

Es importante que con fundamento en el artículo 146 de a LGEEPA, la SEMARNAT incluya 

a la industria porcícola en la PY como una actividad altamente riesgosa por los residuos 

contaminantes que genera, considerando también los volúmenes de excretas y de aguas 

residuales que producen por su modelo industrializado y por estar ubicadas en una zona tan 

sensible a la contaminación como es la PY al contar con un suelo kárstico y su fuente de agua 

subterránea. 

En la implementación de este tipo de industria, no se ha considerado los eventos 

extraordinarios, como las pasadas tormentas “Amanda” y “Cristóbal”, que generaron 

                                                           
46 Impacto ambiental sinérgico. Aquel que se produce cuando el efecto conjunto de la presencia 

simultánea de varias acciones supone una incidencia ambiental mayor que la suma de las 

incidencias individuales contempladas aisladamente. Impacto ambiental acumulativo. El efecto en el 

ambiente que resulta del incremento de los impactos de acciones particulares ocasionado por la 

interacción con otros que se efectuaron en el pasado o que están ocurriendo en el presente. 

Disponible  en: 

http://biblioteca.semarnat.gob.mx/janium/recursos/228422/dgeiawf.semarnat.gob.mx_8080/ibi_app

s/WFServlet48a1.html 

 

http://biblioteca.semarnat.gob.mx/janium/recursos/228422/dgeiawf.semarnat.gob.mx_8080/ibi_apps/WFServlet48a1.html
http://biblioteca.semarnat.gob.mx/janium/recursos/228422/dgeiawf.semarnat.gob.mx_8080/ibi_apps/WFServlet48a1.html


 
 

   
 

precipitaciones fluviales y que muy probablemente ocasionaron el desbordamiento de las 

lagunas de oxidación en las granjas porcícolas. 

Tampoco se considera el derecho que tiene el pueblo maya a determinar la forma de su 

desarrollo, ni tampoco que, en casos como el de Homún, estas granjas son incompatibles con 

la actividad ecoturística, o como en Kinchil, que afecta la actividad apícola y agrícola. 

8) Las violaciones a los derechos indígenas causados por la industria porcícola en la PY. 

 

Para ninguna granja instalada en la PY se ha realizado consulta indígena, por lo que 

cualquiera autorización realizada por las autoridades a estas granjas, como puede ser la 

autorización de manifestación de impacto ambiental, ha transgredido nuestro derecho a la 

consulta47, libre, previa, informada y culturalmente adecuada de los aquí denunciantes 

indígenas. 

La existencia de esta industria ha sido impuesta a los pueblos mayas de la PY, planeada de 

manera arbitraria por parte de sujetos externos al pueblo, como gobierno y empresas. 

Por consiguiente, la implementación de la industria porcícola en la PY es una violación al 

artículo 7 del Convenio 169 de la OIT, que reconoce a los pueblos “el derecho de decidir 

sus propias prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo”. De modo que, al incidir 

dicha industria en nuestro territorio, es obvio que se violenta nuestro derecho a la libre 

determinación y nuestro derecho de decidir sobre nuestras propias formas de desarrollo.  

En vista que las afectaciones ambientales causadas por la industria porcícola en la PY son 

evidentes, es necesario que se garantice nuestro derecho de acceso a la información 

ambiental, el cual se encuentra ampliamente desarrollado. Uno de los primeros antecedentes 

lo constituye la Declaración de Río de Janeiro sobre medio ambiente y desarrollo (1992), 

la cual en su principio 10º dispone:  

 

“El mejor modo de tratar las cuestiones ambientales es con la participación de 

todos los ciudadanos interesados, en el nivel que corresponda. En el plano 

nacional, toda persona deberá tener acceso adecuado a la información sobre el 

medio ambiente de que dispongan las autoridades públicas, incluida la 

información sobre los materiales y las actividades que encierran peligro en sus 

comunidades, así como la oportunidad de participar en los procesos de adopción 

de decisiones. Los Estados deberán facilitar y fomentar la sensibilización y la 

                                                           
47 La Suprema Corte de Justicia de la Nación (en lo sucesivo SCJN) ha sostenido que el derecho de 
los pueblos y comunidades indígenas a la consulta: “constituye una prerrogativa necesaria para 
salvaguardar la libre determinación de los pueblos, así como los demás derechos culturales y 
patrimoniales –ancestrales que la Constitución y los tratados internacionales les reconocen” 
(A.R.270/2015, Pág. 62). 



 
 

   
 

participación de la población poniendo la información a disposición de todos. 

Deberá proporcionarse acceso efectivo a los procedimientos judiciales y 

administrativos, entre éstos el resarcimiento de daños y los recursos pertinentes”. 

 

Es importante enfatizar que en la instalación y operación de las granjas de cerdos en la PY: 

1) hay una gran falta de información sobre los proyectos, es decir, no existe información 

completa en los registros oficiales, 2) se han instalado en la PY más de 257 granjas de cerdos 

de forma arbitraria sin que se hubieran realizado ni los procesos de consulta apegado a los 

estándares internacionales ni las manifestaciones de impacto ambiental y social, en las que 

además deberían participar los pueblos y comunidades indígenas afectadas, como señala la 

Corte IDH en la opinión consultiva 23/17. 48 

En efecto los pueblos indígenas deben tener pleno acceso a la información reunida en las 

evaluaciones de impacto realizadas por los órganos del Estado o por las empresas porcícolas, 

y deben tener la oportunidad de participar en las evaluaciones de impacto por medio 

de la consulta indígena. 

Además, que en caso de territorios indígenas como el territorio de los suscritos, para 

obtener la autorización del cambio de uso de suelo en terrenos forestales “es estrictamente 

necesario aplicar el procedimiento de consulta indígena prevista en el artículo 61 de la Ley 

General de Desarrollo Forestal Sustentable”, lo cual nunca se ha realizado en la PY. 

En suma, la industria porcícola en la PY trae consigo implicaciones ambientales y sociales 

que violentan nuestros derechos humanos individuales y colectivos. 

Con base al artículo 170 de la LGEEPA, se solicita que las autoridades competentes tomen 

las medidas de seguridad necesarias como es la clausura temporal o total de las granjas 

porcícolas que operan en la PY y que no tienen una autorización de impacto ambiental o que, 

incluso teniéndola, se pruebe que son un riesgo inminente de desequilibrio ecológico y de 

daño o deterioro grave de los recursos naturales de la PY. 

De igual manera, la autoridad ambiental debe generar un diagnóstico de los impactos 

ambientales acumulados y sinérgicos que ha generado la industria porcícola en la PY 

para regular, inspección y sancionar la producción de daño ambiental pero también 

para identificar la CAPACIDAD DE CARGA DEL SISTEMA AMBIENTAL DE LA 

PENÍNSULA DE YUCATÁN ante la industria porcícola, que es altamente 

contaminante, a fin de evitar la proliferación no regulada de esta actividad y evitar una 

catástrofe ambiental en la PY. 

                                                           
48 Opinión Consultiva OC-23/17 de 15 de noviembre de 2017 solicitada por la República de Colombia. 
“Medio ambiente y derechos humanos”. Corte Interamericana de Derechos Humanos.  



 
 

   
 

Es insostenible e indefendible que se sigan autorizando este tipo de proyectos en la PY. 

Con fundamento en el principio de precaución y prevención se debe negar cualquier 

solicitud de autorización de impacto ambiental para la instalación de nuevas granjas en 

la PY. Y es deber de las autoridades inspeccionar, regular y sancionar la industria 

porcícola vigente, que incumple las normas o que incluso teniendo una MIA autorizada 

está causando contaminación y degradación ambiental. 

 

PRUEBAS: 

 

PRIMERA.-  Se ofrecen las credenciales de votar de personas indígenas mayas y las actas 

constitutivas de las organizaciones de la sociedad civil que suscriben la presente denuncia.  

 

SEGUNDA.- Informe de Greenpeace presentado en mayo de 2020: “La carne que está 

consumiendo al Planeta”, que contiene una investigación que evidencia las consecuencias 

del crecimiento desordenado de la industria porcícola en la península de Yucatán y el 

establecimiento de cientos de granjas industriales con poca o nula regulación situación que 

contribuye a la afectación del aire, suelo y agua de una de las zonas con mayor riqueza natural 

en el País.49 

TERCERA.- Informe Técnico: Diagnóstico ambiental y de caracterización sobre las granjas 

porcinas en la Península de Yucatán, realizado por el Ing. Cristian Alejandro Chávez 

González, de profesión Ingeniero en Recursos Naturales y Agropecuarios con Cédula 

Profesional número 6270220, expedida por la Dirección General de Profesiones. 

 

CUARTA.- Informe Metodológico de agua: Granjas porcícola y contaminación del agua 

2020, realizado por el Dr Jaime Rendón Von Osten. 

 

QUINTA.- LAS PRESUNCIONES LEGALES Y HUMANAS, Consistentes en las 

deducciones lógica-jurídicas que se realice de los hechos conocidos para determinar la 

responsabilidad ambiental de quienes hayan provocado daños al medio ambiente y hayan 

generado desequilibrio ecológico.  

 

SEXTA.- Documental privada, consistente en las siguientes imágenes fotográficas donde se 

puede percibir claramente las aguas contaminadas y los pantanos que se han creado con las 

aguas residuales de la granja porcícola -granja se encuentra ubicada en el municipio de 

Maxcanú-. 

                                                           
49 Informe completo disponible en: https://storage.googleapis.com/planet4-mexico-
stateless/2020/05/188dc911-reporte_granjas_webok3.pdf 

https://storage.googleapis.com/planet4-mexico-stateless/2020/05/188dc911-reporte_granjas_webok3.pdf
https://storage.googleapis.com/planet4-mexico-stateless/2020/05/188dc911-reporte_granjas_webok3.pdf


 
 

   
 

  
   

   
 

 

PUNTOS PETITORIOS 

Por todo lo anteriormente expuesto y fundado a estas Autoridades Ambientales, se solicita lo 

siguiente: 

 

PRIMERO.- Se nos tenga por presentados, interponiendo denuncia popular en contra de 

quien y/o quienes resulten responsables, por los hechos, actos y omisiones que a través de 



 
 

   
 

este libelo se denuncia, además porque a consideración de los suscritos los hechos 

denunciados contravienen las disposiciones legales y demás ordenamientos que se relacionan 

con el uso y aprovechamientos de los recursos forestales, protección al ambiente, flora, fauna, 

áreas naturales protegidas y contaminación del agua. 

 

SEGUNDO.- Efectuar las visitas de inspección necesarias a efecto de constatar los hechos 

aquí denunciados y otros que puedan estarse generando en la zona. 

 

TERCERO.- Que derivado de las ilegalidades e irregularidades que se encuentren, se sirva 

imponer las medidas de seguridad, multas y/o sanciones administrativas que contempla la 

Ley de Aguas Nacionales y de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 

Ambiente y la Ley Federal de Responsabilidad ambiental. En este sentido, se ordene la la 

revocación de los permisos, licencias y autorizaciones de operación e incluso la clausura 

definitiva de las granjas porcícolas instaladas en la PY que se pruebe su ilegalidad y el daño 

ambiental y social que están ocasionando. 

 

CUARTO.- Que en caso de que se configure algún delito contra el medioambiente, se dé 

vista al Ministerio Público Federal competente para que proceda en consecuencia. 

 

QUINTO. Que exista una coordinación entre la Procuraduría Federal de Protección al 

Ambiente con la Comisión Nacional del Agua para realizar las visitas y/u operativos que 

sean necesarios para documentar los hechos aquí señalados y establecer las medidas 

necesarias para que cese la ilegal explotación y contaminación del agua aquí denunciada. 

 

SEXTO.- Que estas Autoridades Ambientales realicen todas aquellas medidas preventivas y 

precautorias necesarias, tendientes a evitar que se sigan produciendo de manera irreparable 

las afectaciones a los recursos naturales aquí denunciadas.  

 

SÉPTIMO.- Que se determine la capacidad de carga de la PY, y con base a la misma se 

realice una ordenación rigurosa del territorio en zonas ganaderas de la Península de Yucatán, 

en donde no se permita ocupar suelo de conservación o protección para proyectos de 

agricultura industrial o  de infraestructura en general. 

 

NOVENO.- Las autorizaciones de Manifestación de impacto Ambiental que estén 

relacionadas con la industria porcícola en la Península de Yucatán, deben de ser competencia 

de la autoridad federal y exigir la presentación de la MIA en modalidad regional. 

Hasta que no se cuente con un estudio de capacidad de carga del sistema ambiental de la PY 

y se determine en qué situación se encuentra su integridad funcional, exigimos se paralice 

cualquiera autorización ambiental y de permisos de agua que estén relacionadas con la 

industria porcícola en la Península de Yucatán. En este sentido, no se autorice ninguna 

apertura y/o ampliación de granjas porcícolas asentadas en la PY. 



 
 

   
 

 

DÉCIMO.- La autoridad competente debe crear de un sistema de monitoreo e inspección de 

la calidad del agua tanto estatal como nacional que permita evaluar el grado de contaminación 

y su comportamiento a través del tiempo. No basta sólo con evaluar la contaminación y sus 

impactos acumulativos, también se debe procesar e interpretar los datos generados con el 

objetivo de facilitar la comunicación y la transparencia de la información sobre la 

problemática. Las comunidades locales deberán tener acceso a información que les permita 

tomar decisiones informadas para asegurar el bienestar de sus pobladores. 

 

DÉCIMO PRIMERO. Que se respete la coadyuvancia reconocida en la Ley General del 

Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, y se nos permita participar activamente en 

el presente asunto.  

 

Protestamos lo necesario en la Península de Yucatán, a la fecha de su presentación. 

 

 

 

 

María Cristina Muñoz Menéndez, en mi carácter de representante legal de la 

Organización Indignación Promoción y Defensa de los Derechos Humanos, A.C 

 

 

 

 

María del Carmen Colín Olmos en mi carácter de representante legal de la organización 

ambientalista Greenpeace México, A. C 

 

 

 

Leopoldo Francisco Maldonado Gutiérrez, en mi carácter de Director y representante 

legal de la organización Campaña Global por la Libertad de Expresión A19, A.C., 

 

 

 

 

Margarita Asunción Noh Poot en mi carácter de representante legal de Misioneros A.C., 


